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En este sentido, para que no existan dudas sobre el alcance de la situación protegida con esta situación, 
y dada la integración de estos funcionarios en el Régimen General de la Seguridad Social, nos remitimos a 
la regulación contenida en el art. 284.1 de la Ley General de la Seguridad Social. Dicha regulación pone de 
manifiesto el sentido y alcance de la situación protegida a través del establecimiento de las correspondientes 
prestaciones y permisos, y que no es otro que facilitar el cuidado del menor durante sus primeros doce 
meses de vida posibilitando la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. Regulación que resulta 
más clara aún con respecto a las prestaciones y permisos en razón de maternidad previstos en el EBEP y 
cuyo disfrute se sigue respetando, también en el ámbito de esta Consejería, en supuestos de hecho similares 
al de la presente queja.

Por todo ello, recomendamos a la Consejería de Educación y Deportes que se promueva la adopción de las 
medidas que procedan para que se pueda disfrutar el permiso del progenitor diferente de la madre biológica 
por nacimiento, guarda con fines de adopción, acogimiento o adopción de un hijo o hija, previsto en el art. 
49.c) del EBEP, que se hubiera reconocido al personal docente interino de dicha Consejería por los órganos 
competentes para ello, en los casos en que se produzca cese y posterior nombramiento del mismo dentro 
del plazo establecido para disfrutar de dicho permiso, y siempre que se sigan cumpliendo los requisitos 
legalmente establecidos para su reconocimiento.

1.5.2.6.3. Reconocimiento con carácter retroactivo de los trienios perfeccionados en más de un 
grupo por aplicación del art. 46 de la Ley 6/1985

Ante el no reconocimiento con carácter retroactivo de los trienios completados en más de un grupo, por el 
valor del grupo superior, en contra de lo recomendado en la Resolución formulada en la queja 19/0739 a 
la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública, y que fue aceptada por la Viceconsejería de 
Presidencia, Administración Pública e Interior, se promovió la apertura de la queja 21/0014.

En la Resolución que se dirigió a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública en el curso de 
la tramitación de la queja 19/739, poníamos de manifiesto que la actuación seguida por dicha Administración 
en relación con la no aplicación retroactiva a los trienios completados en más de un grupo, por el valor del 
grupo superior, cuando se hubieran solicitado con anterioridad a la fecha de efectos de la Instrucción 1/2019 
de dicha Dirección General, afectaba a los principios de legalidad, jerarquía normativa, seguridad jurídica e 
igualdad. Y que, en cualquier caso, las consecuencias de la interpretación mantenida por esa Administración, 
hasta entonces, habían supuesto un perjuicio evidente para aquellos empleados públicos que habían solicitado 
el reconocimiento de trienios devengados en más de un grupo con anterioridad a la fecha de aprobación de 
la Instrucción 1/2019 y no se les había reconocido en el grupo superior por ese motivo.

Asimismo, señalábamos que, en atención a las circunstancias que concurren en este asunto, cuando la 
Administración se plantea el cambio de criterio para restablecer los principios constitucionales de garantía 
jurídica, debía también valorar los efectos desfavorables que se han producido a los interesados afectados por 
la interpretación que venía manteniendo y considerar qué medidas se pueden adoptar para contrarrestarlos. 
Y que, desde luego, no es la de perpetuar el perjuicio ocasionado a los interesados negando cualquier 
posibilidad de retrotraer los efectos favorables de ese cambio de criterio para los empleados públicos que 
hubieran visto afectados sus legítimos derechos por la interpretación errónea de la Administración.

En dicha consideración, obviamente, iba implícita nuestra recomendación para que, en el marco legal 
vigente, se adoptaran las medidas que se consideraran más procedentes para que al personal funcionario 
que se le hubiera reconocido erróneamente los trienios devengados en más de un grupo con anterioridad 
a la fecha de efectos de la Instrucción 1/2019, aplicándole una norma legal que no procedía, se le pudiera 
revisar dicha decisión y contrarrestar los efectos desfavorables ocasionados por la misma.

Sin embargo, ni la redacción que finalmente se ha dado al apartado Segundo de la Instrucción 1/2019, ni la 
del Cuarto de la Instrucción 1/2020, ni el contenido de la nota aclaratoria de la Subdirección de Ordenación 
y Regulación de esa Dirección General, consideramos que van en esa dirección, sino en la contraria, al 
perpetuar estos efectos desfavorables consecuencia de la aplicación errónea por esa Administración de 
una norma que no procedía, y que así lo ha reconocido.
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A estos efectos, entre las distintas alternativas que se podían utilizar para restituir el legítimo derecho a 
la percepción de las diferencias retributivas que pudieran corresponderle a las personas afectadas por esa 
decisión, que sugeríamos someter a la consideración del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía ante 
la complejidad jurídica de la medida a adoptar a estos efectos, nos parece suficientemente motivada y 
justificada la opción por la vía de la revocación, prevista en el art. 109.1 de la Ley 39/2015, que se contempla 
en el Informe elaborado por dicho órgano.

Sin perjuicio de ello, consideramos que la decisión adoptada de revocación de los actos que resultan 
desfavorables a las personas interesadas a instancia de las mismas, no puede ir en contra de ese principio 
básico de seguridad jurídica que se pretende preservar con la regulación adoptada en las referidas 
Instrucciones y que, al determinar su aplicación retroactiva, incumplen el principio de jerarquía normativa, 
estableciendo en las mismas la fecha de efectos de la ley que resulta de aplicación para el otorgamiento de 
este tipo de trienios, y que no puede obviarse que han sido reconocidos indebidamente con anterioridad a 
la fecha de la entrada en vigor de las respectivas Instrucciones. Lo que afectaría, igualmente, al principio 
constitucional de igualdad al aplicar criterios diferentes ante supuestos de hecho similares.

D ichas  cons ider ac iones  cons t i t uyen  la 
fundamentación esencial de recientes sentencias 
judiciales que están recayendo en recursos 
contenciosos-administrativos planteados por esta 
cuestión y que resultan favorables las pretensiones 
de los demandantes y coincidentes con los criterios 
mantenidos por esta Institución en su resoluciones.

En base a estas consideraciones se concluye 
recomendando a la Administración de la Junta de 

Andalucía, con respecto a las solicitudes y recursos pendientes de resolver en relación con este asunto, se 
proceda a la revocación de los actos de reconocimiento de los trienios completados en más de un grupo con 
arreglo al art. 23.2. b) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, 
que hubieran sido reconocidos con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, 
de Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía, y se proceda a su reconocimiento con arreglo 
a dicha Ley con efectos administrativos de la misma fecha, así como al reconocimiento de la compensación 
económica que proceda, en su caso, correspondiente al plazo general de cuatro años de prescripción de 
las obligaciones económicas, a partir de la fecha de solicitud de su adecuado reconocimiento.

Asimismo, se le sugiere que se proceda a modificar el apartado Segundo de la Instrucción 1/2019, de 
16 de enero, y el apartado Cuarto de la Instrucción 1/2020, de 8 de septiembre, a fin de que puedan ser 
atendidas todas las solicitudes de revocación y compensación económica de los trienios completados en 
más de un grupo, indebidamente reconocidos, a partir de la fecha de entrada en vigor de la Ley 6/1985, 
de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía, limitando el abono de 
las diferencias retributivas que resulten, en su caso, al plazo general de cuatro años de prescripción de las 
obligaciones económicas que establece el art. 30 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública 
de la Junta de Andalucía.

“Se proceda a la 
revocación de los actos 

de reconocimiento de los 
trienios completados en 

más de un grupo”
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Finalmente, en la respuesta remitida por la Viceconsejería de la Presidencia, Administración Pública e Interior, 
se nos informa de que se considera acertado que los apartados tercero y cuarto de la referida instrucción 
quedasen refundidos en uno solo y con una redacción con el siguiente o similar tenor literal:

“En los casos que proceda, las personas funcionarias a quienes en el reconocimiento de trienios 
completados en más de un grupo de clasificación profesional no se les hubiese aplicado el 
artículo 46.2,b) de la Ley 6/1985, de 28 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública, 
podrán solicitar la revocación de la correspondiente resolución y la actualización de los 
importes en que se hubiesen valorado, con el consiguiente abono de las diferencias, para cuyo 
cálculo se aplicarán las normas de prescripción de las obligaciones a cargo de la Hacienda de 
la Junta de Andalucía establecidas en el artículo 30 del Texto Refundido de la Ley General de 
la Hacienda Pública, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo”.

Ante la respuesta de la Administración dimos por concluidas nuestras actuaciones al considerar aceptada 
la Resolución que se le formuló.

1.5.2.6.4. Las situaciones de violencia que afectan al personal de los equipamientos sanitarios del 
Sistema Sanitario Público de Andalucía (SSPA)

La violencia en el lugar de trabajo constituye un riesgo específico que afecta cualquier tipo de relación laboral 
en todos los contextos de trabajo y grupos profesionales, y que constituye en la actualidad una preocupación 
prioritaria para el desarrollo de la actividad profesional en todos los ámbitos. Si bien la violencia en el entorno 
laboral afecta a todos los sectores profesionales, en el sector de la atención a la salud esta situación se ha 
extendido con gran rapidez afectando a un número más elevado de profesionales que en otros ámbitos.

Estas situaciones no son ajenas a nuestro Sistema Público de Salud, en el que las situaciones de violencia y 
agresiones a profesionales sanitarios constituyen un problema real que, aún afectando a una minoría de los 
profesionales que trabajan en este sector, su creciente incremento le hace cobrar cada vez mayor importancia 
por sus repercusiones en la esfera de los derechos más básicos de este personal, así como en el desempeño 
de su relación asistencial y en la calidad del servicio, lo que termina afectando al eficaz funcionamiento 
de las organizaciones sanitarias.

La tendencia expansiva de este fenómeno llevó a los colegios profesionales y organizaciones sindicales 
representativas de estos colectivos a trasladar ante todas las instancias públicas su preocupación por el 
aumento de conductas violentas contra el personal sanitario, y que dio lugar a que se adoptaran diversas 
iniciativas para prevenir y corregir estas conductas violentas y agresivas que afectan al personal que trabaja 
en el Sistema Nacional de Salud.

Estas circunstancias determinaron, a nivel andaluz, la aprobación por parte de la Administración sanitaria 
de la Junta de Andalucía del primer plan, a nivel autonómico, para la prevención y atención de agresiones a 
los profesionales de este Sistema Público de Salud.

No obstante, después de más de una década de aplicación del plan aprobado para combatir las agresiones en 
este ámbito, el aumento creciente de estas situaciones ponían de manifiesto la insuficiencia de las medidas 
adoptadas y la necesidad de proceder a su revisión y actualización, a fin de cumplir con los objetivos que se 
proponía alcanzar con su aprobación.

En este contexto, por parte de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz se consideró oportuno iniciar 
de oficio la queja 18/4017 para valorar los efectos de esta situación y de los derechos de los colectivos 
profesionales afectados por la misma, así como la efectividad de las medidas adoptadas al respecto por la 
Administración sanitaria andaluza.

En el curso de la investigación realizada se ha obtenido una información que consideramos puede ser 
de indudable interés para valorar la realidad actual de esta situación en Andalucía, para lo que hemos 
contado también con la opinión y valoración de las corporaciones y organizaciones representativas de 
los profesionales sanitarios. Junto a los datos y el análisis y evaluación de los mismos, hemos estimado 
oportuno completarla con las consideraciones que se han incluido, en relación con este asunto, en la 
Resolución con la que se finaliza dicha actuación de oficio y que se incluyen en el “Estudio singular sobre 
agresiones al personal sanitario en su puesto de trabajo” que puede consultarse a través del siguiente enlace.
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